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TRIBUNAL CONSTITUCIO

l-:xP. N.. 00124-20 1 7-PHC,¡IC
I,IMA NORI'E
WII-MI]R RAYMUNDO ROJAS VILLAR

SENTENCIA INT'EIILOCU'I'OIIIA DEL TIIIBUNAI,.CONSTITUCIONAL

Lima. l5 de octubre de 2018

^suN 
Io

Recurso de agravio constitücioDal interpuesto por don Wilmer Raymundo Rojas
Villar contra la sentencia de fojas 300. de fecha 8 de ¡oviembre de 2016, expedida por
la Segulda Sala Penal para Proccsados con Reos en Cárcel de la Corte Superior de
Justicia dc Lima Norte, qüe declara improcedenle la demanda de habeas corpus de
au1()s.

¡.T]NI)AMENTOS

ljn la sentencia cmitida cn el [xpediente 00987-2014-PA/TC, publicada cn el diario
Peruoru¡ el 29 de agosto de 2014, cstc l¡ibunal estableció, cn el
49, con ciuácter de prcccderte. qüe se expcdirá sentencia interlocutoria

a, diclada sin más trámi1e. cuando se prcsente alguno de 1os siguienles
os, que igualmentc cstá1 conlenidos en el afiículo 1l del Rcglamento

ormativo del lribunai Constitucional

a) Carezca de lundamentación la supuesta vuhreración que se invoque.
b) La cuestión de Derecho contenida en el recurso no sea de espccial

trascendeDcia constitr¡cional.
c) La cuestión de Derecho invocada contmdiga url precedente del Tribunal

Constitncional.
d) Se haya decidido de manera dcsestimatoria en casos sustancialmente igualcs.

2. En el presentc caso, se evidencia que el recurso de agravio no está refcrido a una
cuestión de Derecho de especial trasccndencia constitucional. Al tespecto, un
rccurso carece de esta cualidad cuando no cstá relacionado con cl coltenido
constitucionalmentc p¡otegido de un derecho l'undamental; cuando versa sobre u¡
asunto mateiialmente excluido del proceso de tutcla de que se trata; o, finalmente,
cuando lo pretendido no aludc a !¡¡ asunto quc rcquiere una tutela de especial
ulge¡cia.

3. Expresado dc otro modo, y leniendo cn cuenta lo prccisado en el lundamcnto 50 de
ia sentencia emitida cn el Expediente 00987-2014-PA/'|C, una cr¡estión no rc\isre
espcciai trascendencia constitucional en los siguieltes casos: (1) si una lutura
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resoiución del Tibunal Constitucional no soluciona algún conflicto dc relcvancra
constitucional, pues no existe lesión que comprometa el derecho lü[damental
involucrado o se trata de un asunlo que no corresponde resolvcr en la !la
constitr¡cional: o (2) si no existe necesidad de lutelar de manera urgente el derecho
constitucional invocado y rTo mcdian razoncs subjetivas u objetivas que habiliten a

este órgano colegiado para emltir un pronunciamiento de fbndo.

Bn el caso de autos, el recurso intcryucsto no está relacionado con el contenido
constitucionalmcntc protegido del derecho a la liberlad personal. Irn cfccto, cl actor
ouestiona que el fiscal supcrior haya formulado acusación sustancial en su contra
por el delito de r-obo agravado y solicitado se le imponga doce años de pena
privativa de la libefiad 1o cual constituye una amenaza a su libertad perso[al. Se

alcga que la acusaciór se slrstenta en la sindicación dcl nrcnor agraviado, pero
precisa quc él no cometió el mencio¡ado delito; que la otra agravlada no 1o

reconoció; que la fiscal provincial du1a11te su declamción indagatoria lc indicó que
si ¡eal a una conlésión sincera saldría cn libe ad porque de lo contrario "pasaria

'(sic) a uD eslablecimiento penitenciario, por io cual se vio obligado a
el delito (hxpcdicote 01 190-2015)

Irespecto, la cucstionada acluación de la fiscal provincial así como la acusacion
liscal lbrmulada (Dictamel 48-2016) no oausan afectación negativa, directa y
concreta en el derecho a la libertad personal del lavorecido.

6. De otro lado, el accionante cuestiona que lie golpeado por un efectivo policial
quie¡ le solicitó dinero para no denunciarlo porque sino haria todo lo posible para
que reconozca scr autor del delito imputado. Agrega que no se le permitió al
recurrente ser asistido por un abogado defensor cuando prestó declaraciones a nivcl
prelimilar; y que no se investigó y procesó al verdadcro responsable del delito
quien lue idenliiicado por cl mcnor agraviado.

Sobre el pañicular. esta Sala co¡]side¡a que se trata de hechos que han cesado a¡tes
de la interposiciór, dc la demanda. Asimismo, cn cl presente caso no se cuestiona
ninguna rcsolución judicial restrictiva drl la libertad personal clue sc base en dicha
declaració¡ prestada a nivcl policial. Además, la supuesta indelensión c
incorporación del veldadero responsable del delito son asuntos quc tambiéll podridn
ser analizados en el proceso penal quc aun no ha concl¡.rido.

8. En consecuencia, se verifica quc cl presente recurso de agravio ha incur¡ido en la
causal de rcchazo previsla en el acápite b) del fundamento 49 de la sente11cia
emitida en el Expeclicntc 00987-2014-P,,VTC y en ei inciso b) del arliculo 11 del

1
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Reglamento Normativo del Tribunal Constitucional. Por esta razón, corresponde
declarar, sin más trámite, improcedente el recurso de agravio corlstitucio¡al.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucioflal, con la autoridad que le
confiere la Constitución Política del Peru, con la participación del magistado
Espinosa-Saldaña Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto
singular del magistrado Ferero Costa,

Además, se incluyc cl lr¡ndamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña
Barrera.
RESUELVE

Declarar IMPROCEDf,NTE el ¡ecurso de agravio constitucio¡al porquc la cucstión dc
Dcrccho contenida e¡ el recurso carece de especial trascendencia constitucional.

c" (

Lo qua o

Publiquese y notifiquese.

ss.
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Coincido con el sentido de Io resuelto por mis colcgas, cn tanto y cn cuanto lo alegado
no liene Lrna incidencia negativa. concreta, directa y sin justificación razonable en los

derechos invocados dcl accionante.

T.UNDAMIN'I'O DE VOTO DEI, MACISTRÁDO ESPINOSA.SALDAÑA
I]ARI{ERA

s.

¡]SPINOSA-SAI,DAÑA BARRERA

1/2/
a,"1 <
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VOTO SINGUT,A.R D¡]I, MAGISTRADO FERRERO COS'I'A

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respelo por la poncncia
de mi colega n1agistrado, cmito el presente voto singular, para expresa¡ respetuosamente
que disiento dcl precedente vinculanle eslablecido en la Se¡tencia 00987-2014-PA./TC,
SI.INIBNCIA INTERLOCTJTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a

con¡inuación expongol
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l-a Constitución de 1979 creó el 'l'ribunal de Garantias Constitucioüales como
instancia de casaciór y la Constilución de 1993 convirtió al Tribunal Constitucional
cn instancia dc fallo. l,a Constitución dcl 79, por primera vez en nuestra historia
constitucional. dispuso la creación de un órgano ar./ &oc, independiente del Poder
Judicial, con la tarea de garanlizar ia supremacia constitucional y la vigencia plena
de los derechos lundamentales-

2. La Lcy Irundamental de 1979 cstableció que el Tribunal de Gar¿útías
Conslilucionales era un órgano de control de la Conslilüción, que tenía jurisdicción
en todo el tcÍitorio nacional para conocer, en vía de casacíón, de los habeas corpus
y amparos dencgados por cl Poder Judicial, lo que implicó que dicho')iribunal no
oollstituia una instancia habilitada para lallar en fo¡ma definitiva sobre la causa. Es

decir, no se pronunciaba sobre ios hechos invocados como amenaza o lesión a los
dcrcchos rcconocidos cn la Constitución.

i. ED ese sentido, la Ley 23385. Ley Orgánica del Tribunal de Garantias
Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus artículos 42 aI46, que
dicho órgano. al encontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado cn tbrma crada o ha incurrido en gmves vicios procesales en la
tramitación y rcsolución dc la demanda, p¡ocederá a casai la sentencia y, luego de
serlalar la deficiencia. devolve¡á los actuados a la Coñe Suprema de Justicia de 1a

República (reetlvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que! a todas luces, dilataba en exceso los procesos col'lstitucionalcs
mcncionados.

,1. Ill modelo de tulela ante amenazas y vulncración de derechos 1.lle seriamente
¡rodiilc¿rdo en 1a Constitución de 1993. En primcr lugar, se amplían los
mccanis¡¡os de tutela de dos a cuatro, a saber, habca"^ corpus. amparo, habeas data
y acción dc curnplimicnto. [n segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgaro de control de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
calil'ica erróneamente corno "órgano de control dc Ia Constitución". No obslante, en

r{,l
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nlateria de proccsos constitucionales de la libertad, la Constitución establece que el
'l ribunal Consrilucional es instancia de revisión o lallo.

5. Clabc señalar que la Constitución Política del Perú, en su artículo 202, inciso 2,
prescribe quc corresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en úhimd y
del¡n¡ti1)d in:tqncia, lds resoluciones denegatorias dicladds en los procesos de

habeas corpus, ampuro, habeas data y acción de cumplimiento". Esta disposición
constilucional, desde una posición de franca tutela de los derechos funclamentales.
exige quc el I'ribunal ConsiitücioDal escuche y evalúe los alegatos de quien sc

cstima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa
contravend a mandatos esencialcs d(] la Constitución, como son el principio de

del'ensa de la pcrsona humana y el respelo de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (adículo 1), y "ld obserNancia del debido proce.so y tutela

iurisdiccünal. Ninguna persona puede ser desviada de la j tisdiccíó
predeterminada por la ley, ní sometida a procedimiento dislinto de los pteri¿rmente
estubLec¡do-t, ni juzgoda por órganos jurisd¡ccionales de excepción ni pur
comis¡ones especidles creddas al e/bcto cualquiera sea su denominación",
consagrada en el articulo 139, inciso 3.

6. Como sc advierte, a dil¿rencia de lo q¡ie acontece en otros paíscs, en los cuales el

acccso a la última inslancia constitucional tiene lugar por la vía alel cerÍbturi
(Suprema CoÍe de los Esrados Unidos), en el Perú cl Poder Conslituyenle optó por
un órgano supremo de interyretación de la Constitución capaz de ingresar al lbndo
en los llamados procesos de la libe¡tad cuando cl agraviado no haya oblenido una
protccció¡r dc su dcrccho cn sede del Pode¡ Judicial. En otras palabras, si lo quc
cstá en discusió[ es la süpuesta arnenaza o lesión de un derccho fundamental, se

debe ab¡ir la vía correspondientc para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarsc. Pero la aperlura de esta via solo se produce si se permitc al
pcticionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
¿n¡li¡,i. dc lo quc se prelende. de lo que se invoco.

7. [-o constitucional es escuchar a la parte como concretización de su derecho
ir¡enunciable a la defensa: aden]ás, un T¡ibunal Constitucional constituye el más

eleclivo medio de del¿nsa de los derechos fr¡¡damentales fiente a los podercs
públicos y plivados. lo cual cvidcncia cl triunfo de la justicia liente a la
arbitraricdad.
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l}, DuRltcllo ,\ suR oiDo coiuo M,\r_IFEST^C|óN DE LA DENtocRA ZACIóN DI] t,os
PRocESos CoNs ] LCIoN^LES Dlt LA LIBERIAI)

8. La administración de justicia constilucional de la libertad quc brinda el Tribunal
Constitucional, dcsdc su crcación, es rcspetuosa, como corresponde. del dereciro de

NI
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dclensa inhe¡ente a toda persona, cuya manifcstación primaria es el derecho a ser

oido con todas las debidas garalltías al interior dc cualquier proceso en el cual se

detcrminen sus derechos. intereses y obligaciones.

9. Precisamenle, mi alejamicnto rcspecto a la emisión de una resolüción constitucional
sin iealizarse audiencia dc vista cstá relacionado con la defensa, la cual, sólo es

ct'cctiva cuando el jusliciable y sus abogados pueden exponer, de manera es,:rit.r ¡
oral, los argumentos per-tinentesJ concretándose el principio de inmediaciún que

debe regir en lodo proceso constituciorul.

10. Sobre la intervención de las paÍes, coüesponde señalar que, en tanto clue la
potcstad de adminislrar justicia constituye una manilestación del poder quc el

Eslado ostenta sobre 1as peNonas, su ejercicio resulta constitucional cu¿rndo se

brinda con cstricto respelo de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que

incluyc cl dcrccho a se¡ oído con las debidas garantias.

11. Cabe añadir que la participación directa de las partes, en defensa de sus inte¡cses,
que se concede en 1a audieDcia de vista, también constituye un clemento que
dcmocratiza el proceso. De lo contrario, se decidi¡ía sobre la eslera de interés de

una persona sin permitirle alegar 1o correspondiente a su favor, 10 que resultaria
cxcluycnte y antidemocrático. Además, el 'l'¡ibunal Constitucional tiene el deber
includible de optimizar, en cada caso concreto, las razones. Ios motivos y los
argurnentos que jusliñcan sus decisiones. porque el Tribunal Constitucional se

legitima 11o por ser un tribunal de jüsticia, sino por la justicia dc sus razones, por
expresar de modo suñciente las ¡azones de de¡echo y de hecho relcvantcs cn cada
caso quc rcsuclvc.

12. [n ese sentido, ia Corte Intera ericana de Derechos Humanos ha establecido que el
dcrccho dc dcfensa "obliga al Estado.] trutat al ¡ndh)iduo en todo momento como
un verda¿lero sujelo del proceso, en el más onplio sentido de esfe concepto, y no
símplemenle cono obieto del mismo"t, y que "para que exisla debido proceso legal
es preciso que un .¡Ltsliciable pueda hacer yaler sus derechos y defender sus

infereses cn^.fórnlat efectfid y en condiciones de igualdad procesdl con otroti
¡usliciables"'.

I Corte IDH. Caso Bareto Leila vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009.
párraib 29.
2 Corte IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. 1'rinidad y Iobago,
scntcncja del 21 de iunio de 2002, páraib 146.
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NA,II RAt,IZA PIioCI]sAI, DEL R[]CURsO D! AGRAVIO CONS.I.II.UCIONAT-

13. El modelo dc "inslancia de fallo" plasmado on la Constitución no pucdc ser

desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho 'l ribunal es su intérprete supremo, pero no su relormador, toda
vcz que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

1,1. Cuanclo se aplica a un proceso constitucional de la libefiad la denominada
"scnfcncia interlocL¡toria", el recr¡rso dc agravio oonstitucional (RAC) pierde su

verdadera esencia juridica, ya que el Tribunal Co¡stitucional no tiene compelenLia
para "rcvisar" ni mucho menos "recalilicar" elrecuNo de agravio constitucioDal.

15. De conlbrrnidad con los a¡ticulos 18 y 20 del Código Procesai Constitucional, el
Tribunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Supelior del Poder Judicial. Al Tribunal lo que le coresponde es conocer del
IL{C y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no 1e ha sido dada la competencia de

reohazar dicho reculso, sino por el contrario de "conocer" lo que la pañe alega
como un agratio que le cdusa inJef¡n.ión.

16. Por otro lado, 1a "sentencia intcrlocutoria" estáblece como supuestos para su

aplicación tórnruins imprecisas y amplias cuyo contenido, en cl mejor de los casos,

requiere ser aclnrado, justilicado y concrctado en supuestos especílicos, a saber,
idenriñcar en qué casos se aplicar'ía. No haccrlo, no defini¡lo, ni justificarlo,
convierte el empleo de la precjtada scntcncia en arbilrario, toda vez qüe se pod¡ía
a1'eclar, ent¡e otros, el derecho fundamental de defensa, en su manifestación de scr
oÍdo con las debidas garantias, pues ello daria lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad. al'ectando notablemente a los justiciables, qLriencs

lcndrian clue adivinar qué resolverá el Tribr¡lal Constitncional antes de presentar su

respectiva demanda.

17. Por lo detuás, m rfatis tuutandis, el ptecedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucio¡al en otros
fallos. como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, co[stituye una rcafirmación de la naturaleza
plocesal de los proccsos constitucionalcs de la libertad (supletoriedad, vía prer ia.
vías paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional líquido y
cierlo. etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean dc
una naturaleza procesal distinta a la de 1os procesos ordinarios no constituyc uD

motivo para que se pueda dcsviñuar la esencia principal del recurso de agrario
constitucional.
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19. Por tanto, si se liene en cuenta quc la juslicia en sede constitucional representa la
última posibiiidad para proteger y reparar los dcrechos fundamenlales de los
agraviados, volo a i'avor de que en el prescnte caso se convoque a audiencia para la

vista. lo que ga¡antiza que el fribunal Constitucional, en tanto instancia úllima y
deiinitiva. sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sos

de¡echos esencialcs cuando no encuenlran justicia en cl Poder Judicial;
especialmerte si sc ticnc cn cucnta que, agotada la vía constitucional, aljusticiable
solo le queda el camino dc la jurisdicción intemacional de protección de derechos
humanos.

20. Corno allu¡ó Raúl Fer¡ero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
ticmpo, una delensa total de la Constilución, pues si toda garantía constitucional
enlraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual ai defender su derecho
está del¡ndiendo el de los demás y cl dr; la oomunidad que resulta oprimida o
envilecida si¡ la protección judicial auténtica".

FI]RRI]RO COSl'A
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